///

26

A C U E R D O

En la ciudad de La Plata, a 18 de febrero de 2009, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Hitters, de Lázzari, Kogan, Genoud, Negri, Pettigiani, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para dictar sentencia definitiva en la causa B. 68.954, "Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal de La Plata contra Servicio Penitenciario Bonaerense. Conflicto de poderes".

A N T E C E D E N T E S

I. a) La Sala IV de la Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal del Departamento Judicial de La Plata, con fecha 21‑XI‑2006, decidió promover el presente conflicto de poderes contra el Ministerio de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, ante el resultado infructuoso de las gestiones tendientes a que el señor G. B. G. ‑que se encontraba alojado en la Unidad Carcelaria nº 10 de Melchor Romero‑ fuera trasladado al Hospital Neuropsiquiátrico Alejandro Korn (fs. 20/23).

b) Surge de las constancias documentales acompañadas que el aludido Tribunal, con fecha 31‑VIII‑2006, en el marco de la causa caratulada "Hábeas Corpus a favor de G. , G. J.", resolvió, por mayoría, hacer lugar a la petición de habeas corpus interpuesto a favor del nombrado, haciendo saber al Tribunal de Familia Nº 1 del Departamento Judicial San Martín a fin que arbitren los medios asistenciales y/o de control no carcelarios que correspondan a fin de hacer efectivo el traslado del causante.

Para así decidir tuvo en consideración: i) que al día 14-VIII-2006 el señor G. B. G. se encontraba alojado en la Unidad Carcelaria Nº 10 de Melchor Romero a disposición exclusiva del referido Tribunal de Familia; ii) que la juez de cargo del Tribunal de Familia Nº 1 del Departamento Judicial de San Martín ordenó los días 10 y 27 de marzo y 30 de junio, todos del 2006, la urgente internación del nombrado en el Hospital Alejandro Korn, sin que tal mandato fuera efectivizado; iii) que aún tras la concesión del habeas corpus las gestiones llevadas a cabo por el Tribunal de Familia Nº 1 del Departamento Judicial de San Martín, tendientes a efetivizar el traslado, fueron infructuosas; iv) que intimado el señor Ministro de Salud con fecha 12-X-2006, la Dirección de Salud Mental se limitó a informar que con fecha 1-XI-2006 fue examinado el señor B.G. .

II. El señor Presidente de este Tribunal requirió al Servicio Penitenciario dependiente del Ministerio de Justicia la remisión de los antecedentes relacionados con el habeas corpus nº 11.181/1 "B.  G. , G. ", que tramitan por ante la Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal del Departamento Judicial de La Plata. Con conocimiento del señor Fiscal de Estado (fs. 25).

III. El Subdirector del Area Asistencia y Tratamiento de la Unidad 10 de Melchor Romero, Prefecto Mayor Pedro Benitez, informó que conforme las constancias documentales obrantes en el legajo del señor B.G. : i) mediante oficio del 22-VIII-2006 la sala IV de la Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal del Departamento Judicial de La Plata requirió informe al Director del Hospital doctor Alejandro Korn respecto de si se había efectivizado en ese nosocomio la internación de B. y en su defecto, las causas de tal incumplimiento; ii) que con fecha 25-VIII-2006 el Hospital hizo sabe los motivos de la no internación; iii) que con fechas 7-IX-2006, 1º‑XI‑2006 y 3-I-2007 se intentó cumplimentar lo ordenado por el Tribunal de Familia Nº 1 de San Martín, en expte. 26508 sobre internación, obteniendo en todas las oportunidades resultados negativos por la no aceptación del señor B. G. en el Hospital Alejandro Korn y Colonia Montes de Oca, respectivamente (fs. 46).

IV. El Fiscal de Estado considera que como en la causa se ventila una controversia institucional planteada entre dos órganos integrantes del Estado provincial, no resulta procedente su intervención en representación de ambos o de alguno de ellos (fs. 47).

V. Remitidas en vista las actuaciones a la señora Procuradora General, sostiene que la situación planteada no configura conflicto, aún cuando amerita la formulación de algunas consideraciones.

En esencia advierte el incumplimiento de una decisión judicial que dispone una medida asistencial a favor del señor B. G. en reemplazo del alojamiento en una unidad carcelaria.

Señala que los magistrados cuentan con las facultades necesarias para hacer eficaces sus decisiones (arts. 163, Const. prov.; 34, ss. y concs. del C.P.C.C.), en resguardo y garantía de los derechos.

En definitiva, propicia el rechazo del conflicto de poderes promovido, sin perjuicio de señalar que deben arbitrarse todas las medidas a fin de dar cumplimiento a lo decidido judicialmente por el órgano competente encaminada a proteger y remover la actual situación denunciada en autos (fs. 49/55).

VI. Devueltos los autos, el Tribunal decidió plantear y votar la siguiente 

C U E S T I O N

¿Es fundado el conflicto de poderes promovido?

V O T A C I O N

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo:

I. El conflicto de poderes previsto en el art. 161 inc. 2º de la Constitución provincial tiene lugar cuando uno de los poderes del Estado denuncia la injerencia, el avasallamiento o desconocimiento de sus competencias por parte de otro (causas B. 53.062, "Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial Nº 3 de San Nicolás", res. del 27-XI-2000; B. 62.269, "Fiscal de Estado", res. del 14-III-2001; B. 67.594, "Gobernador de la Provincia de Buenos Aires", sent. del 25-II-2004).

II. Tal como lo sostiene la señora Procuradora General, tal situación no se presenta en autos.

En efecto, la reseña que antecede deja en evidencia que la autoridad administrativa no ha desconocido la competencia de los órganos jurisdiccionales intervinientes.

Tanto el proceso "B.  G. , G. J. s/Habeas Corpus" (causa 11.181) en trámite por ante la Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal del Departamento Judicial de La Plata, como la causa "B. , J. G. s/Internación" (expte. 26.508) se encuentran sujetos, en definitiva, a las resultas de la función jurisdiccional (doct. causas B. 62.362, "Fiscal de Estado", res. del 7-III-2001; B. 68.102, "Tribunal de Menores Nº 3 del Departamento Judicial de Mar del Plata", res. del 3-III-2005).

Si bien es cierto que no se ha dado cumplimiento a la manda judicial, pareciera que la conducta de la autoridad administrativa sería consecuencia de la ausencia de cama para alojar al encausado en el Hospital Alejandro Korn o en la Colonia Montes de Oca, ante la existencia de superpoblación de 74 pacientes (fs. 39 y 44/45).

Ello no obstante, los órganos jurisdiccionales intervinientes cuentan con la potestad de disponer de la fuerza pública necesaria para el cumplimiento de sus decisiones (arts. 163 de la Constitución de la Provincia y 37, C.P.C.C.) o bien, denunciar penalmente al funcionario que incumple con la manda judicial (art. 287 inc. 1º, C.P.P.; doct. causa B. 68.935, "Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal de Dolores", sent. del 9-V-2007).

III. Por lo expuesto, de conformidad con lo dictaminado por la señora Procuradora General, corresponde desestimar el conflicto de poderes presentado por la Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal del Departamento Judicial de La Plata (arts. 161 inc. 2º, Constitución de la Provincia, 690, C.P.C.C.).

No obstante lo expuesto, teniendo en consideración que el señor G. J. B.G. , quien padece un retardo mental moderado con pronóstico reservado (fs. 43) se encuentra privado de su libertad en la Unidad Neuropsiquiátrica de Seguridad (Unidad Carcelaria Nº 10) del Servicio Penitenciario desde el 11-XI-2005 (conforme se desprende del informe obrante a fs. 19), sin que se haya dado cumplimiento a lo ordenado reiteradamente por el Tribunal de Familia Nº 1 del Departamento Judicial de San Martín (internación en el Hospital doctor Alejandro Korn o Colonia Montes de Oca), queda en evidencia el incumplimiento estatal respecto de sus obligaciones de respetar y hacer respetar ‑garantizar‑ las normas de protección y de asegurar la efectividad del derecho a la salud comprometido en el caso (arts. 1.1, 2 y 5.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; XI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; 12 incs. 1 y 2 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; 25.1 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; 14 bis, 33, 42, 75 incs. 22 y 23 de la Constitución nacional; 12 inc. 3º y 36 inc. 8 de la Constitución provincial; C.S.J.N., Fallos 323:3235; 324:677; 324:3571, entre muchos otros).

Tal estado de cosas ‑que, por lo dicho, podría comprometer la responsabilidad internacional del Estado Argentino‑, debe ser inmediatamente superado.

Por lo expuesto, instrúyese al Tribunal de Familia Nº 1 del Departamento Judicial San Martín para que, de inmediato, en ejercicio de su jurisdicción, adopte las medidas que correspondan (las ya dispuestas u otras) a efectos de hacer efectivo el tratamiento que el estado de salud del señor G. J. B. G. requiere. A tal fin, líbrese oficio, adjuntando copia de la presente.

Costas por su orden (art. 68 2º párr., C.P.C.C.).

Voto por la negativa.
A la cuestión planteada, el señor Juez doctor de Lázzari dijo:

I. Los antecedentes de la causa ya han sido suficientemente reseñados. De ellos resulta una situación no por repetida menos trascendente: la ausencia de plazas para alojar personas con discapacidad mental en los Hospitales Neurosiquiátricos de la Provincia, en nuestro caso el Hospital Alejandro Korn y la Colonia Montes de Oca (conf. fs. 39 y 43/45).

II. Quien me ha precedido sostiene que no se ha configurado un conflicto de poderes porque, no obstante reconocer que la Administración no ha dado cumplimiento a la manda judicial de internar al señor G. B. G. en el Hospital Alejandro Korn por las razones fácticas antes expuestas, estima que el órgano jurisdiccional interviniente contaba con otras potestades para hacer cumplir su mandato (ver punto II, 5º párrafo del voto del doctor Hitters).

III. No concuerdo con tal posición. Contrariamente, advierto claramente la existencia de avasallamiento o desconocimiento de la competencia propia del Poder Judicial, configurando el conflicto. Así se desprende de las constancias de autos: el Tribunal Colegiado de Instancia Unica del Fuero de Familia Nº 1 del Departamento Judicial de San Martín ordenó el traslado del señor J. G. B. G. a un centro de salud para que reciba un tratamiento adecuado. Tal disposición no fue acatada por el Poder Ejecutivo, aduciendo la excedencia de pacientes internados (reconocida a fs. 39 y 43/45).

En esos términos, las medidas que se señalan en el voto con el que discrepo como idóneas o conducentes, (disposición de la fuerza pública y/o denuncia del delito de desobediencia), en la realidad de las cosas constituyen arbitrios que la experiencia revela como inconducentes, estériles, insuficientes e insustanciales para la solución verdadera de las cosas. Basta con acudir a las máximas de experiencia, ‑la cotidiana y lamentable experiencia de todos los días en los fueros de familia y minoril‑ para verificar la inutilidad de las intimaciones y denuncias penales de los jueces, enfrentados con un panorama desolador en el resguardo de la salud y la minoridad, en el que inermes funcionarios de la Administración confiesan su impotencia ante las carencias de todo tipo existentes. Entonces, promover acciones penales de tipo personal contra quienes carecen de la posibilidad material de satisfacer tales necesidades es francamente irrisorio, y a todo evento la sanción punitiva operará como un posterius, dejando insatisfecho el requerimiento concreto y específico formulado. 

Paralelamente, obligar por la fuerza pública la internación a pesar de que expresamente se indica la imposibilidad de materializarla revela inaceptable quebrantamiento lógico. Lo que es, es. Bueno o malo, es. Si el instituto no tiene más capacidad, no la tiene aunque de viva fuerza se introduzcan nuevos pacientes. Y si en todo caso, sobre esa base coercitiva y bajo la amenaza penal consecuente el enfermo es incorporado de todas maneras, el resultado será ficticio, la necesidad continuará insatisfecha y el problema no habrá sido resuelto. Porque el interesado quedará alojado en algún nosocomio, en una suerte de inhumano depósito, mas no para recibir una atención de su salud en condiciones dignas. Por el contrario, esta posibilidad extrema de derivación a un establecimiento asistencial superpoblado imposibilita un cuidado psiquiátrico eficiente, acorde con los principios consagrados en las Constituciones ‑nacional y local‑ y en los Tratados de Derechos Humanos (arts. 11 de la Convención de los Derechos y Deberes del Hombre; 25.1 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; 12 incs. 1 y 2, ap. a y 13 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; 14 bis, 19, 33, 41, 42, 75 incs. 19, 22 y 23 de la Constitución nacional; 36 inc. 8 y 37 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires).

IV. A guisa introductoria explicito las razones que pondero para apartarme del criterio esbozado por mi colega, ahondando sobre dos aspectos, los que encuentro decisivos para la solución de esta causa, a saber: en primer lugar, la necesidad de que el conflicto sea resuelto por la Suprema Corte provincial y, en segundo término, la calificación de la materia a dirimir.

El conflicto de jurisdicción entre poderes tiene naturaleza institucional, porque presupone el ejercicio de atribuciones, que la Constitución o la ley han asignado a un poder, por otro. Este último pasa a invadir la esfera de aquél. También, cuando determinadas prerrogativas que asisten a un poder son impedidas de materializarse por otro, impidiendo su ejercicio. Los contornos del instituto han sido considerados un baluarte del derecho público provincial, en tanto facultad reservada, porque precisamente tiene la finalidad de ayudar a destrabar el funcionamiento de sus instituciones, a través de un entendimiento, a la vez de evitar la repetición o petrificación de los motivos que dieron origen al enfrentamiento.

Se puede afirmar, junto a Miguel Padilla, que el tipo de conflicto diseñado en nuestra Constitución provincial responde a los denominados conflictos constitucionales, donde alguien debe darles solución. El referido autor se pregunta ¿por qué decimos "debe dar una solución?", y se responde "pues porque nuestro régimen constitucional se encuentra constituido sobre unos pocos principios de alto valor, y uno de los más importantes de entre ellos prescribe que la Constitución es la Ley Suprema del país. Por lo tanto, en la medida que un conflicto constitucional no reciba solución, existe por definición una o más cláusulas constitucionales que han dejado de cumplirse, y esta omisión afecta sin duda la supremacía de la Constitución, cuya plena vigencia se ve así retaceada" (en "Conflictos constitucionales. Cuestión política", "La Ley", 1995‑E, p. 1051, el resaltado me pertenece). 

Este introito sirve para analizar si a pesar de que el Poder Judicial disponía de otras alternativas para hacer viable la ejecución de su resolución, esto es, usar la fuerza pública o constreñir a los funcionarios a través de la denuncia prevista en el art. 287 inciso primero del Código Procesal Penal, ello hubiera bastado para solucionar el desacuerdo. Aunque la respuesta no es sencilla, es menester tener en cuenta que, en el caso, las constancias de autos evidencian que la incorporación al hospital traerá una detracción inapropiada del servicio prestado, que no solo perjudicaría al destinatario de esta medida, sino al resto de los pacientes. Prueba de ello es que la existencia de internados supernumerarios (conf. fs. 45), implicaría conculcar la intimidad y dignidad de los enfermos ya alojados, ya que alguno de ellos tendría que dormir en condiciones inadecuadas (en colchones, en el piso, sin respetar el ámbito espacial de otro internado). Por ello, la superación de esta situación debe ser tomada por decisión de los órganos políticos encargados de llevar a cabo una política activa de salud. El argumento de que el Poder Judicial tiene otros medios para evitar el conflicto se revela entonces como mero eufemismo que cercena, en otros planos, la comunicación interinstitucional coordinada, a más de prolongar indefinidamente el problema, máxime cuando el núcleo de resolución afecta en grado sensible el interés general, por estar implicado un sector especialmente vulnerable de la población, por su doble condición de discapacitado e internado, que requiere de la implementación urgente de medidas de resguardo (art. 75 inc. 23, Const. nac.). Además, corresponde preguntarse: ¿la internación bajo parámetros inadecuados, por no responder a los estándares mínimos internacionales de cuidados psiquiátricos, es constitucionalmente posible? 

Interesa precisar, antes de abocarnos a este interrogante, cuáles son las atribuciones de cada poder; en particular, el ámbito de actuación del Poder Ejecutivo y del Judicial sobre la materia, pues ello ayuda a definir si estamos en presencia de un conflicto de poderes. Incluso, esta delimitación es necesaria porque no debe perderse de vista que en este tipo de proceso no cabe el planteo de afectaciones de derechos subjetivos frente a un poder local, sino planteos sobre el avance u omisión de atribuciones entre los distintos poderes que hacen a la organización del sistema y en el que se sustenta el principio constitucional de división de poderes (arts. 1, Const. nac. y 1, Const. Prov. de Buenos Aires).

Así, el desarrollo de los deberes que pesan sobre el Estado, enunciados en el inc. 8 del art. 36 de la Constitución de la Provincia es una consecuencia de las obligaciones que pesan sobre el mismo para hacer efectivo el acceso a la salud; deberes que se encauzan desde una política gubernativa que planifique, entre otras, la manutención de los nosocomios (conf. Ana Otilia Bustos Navarta, "Nuevos derechos constitucionales en el texto provincial", cap. VII, en la obra dirigida por el doctor Adolfo Ziulu, "El sistema constitucional bonaerense", p. 246, ed. Platense, 2006); y agrego que corresponde, principalmente, en cabeza del Ejecutivo provincial su implementación. A su vez, el art. 37 del mismo cuerpo normativo establece que el gasto público en materia de salud constituye una inversión prioritaria, a través de la asignación de los fondos recaudados por Lotería y Casino. 

De su lado, la función de defensa de la Constitución atribuida al Poder Judicial radica en salvaguardar el derecho de toda persona discapacitada mentalmente a recibir una atención médica eficaz, amparada en los principios consagrados en la Constitución y el derecho internacional, lo que no tolera cederse, declinarse, ni abdicarse (conf. Bidart Campos, "La justiciabilidad: ¿cuestiones políticas y cuestiones abstractas?", "La Ley", 2004‑C, p. 1538).

Al apreciar las atribuciones de cada poder debe tenerse en cuenta que el ingreso de un enfermo en servicios con población supernumeraria no responde a los parámetros de cuidados psiquiátricos internacionales previstos en la normativa antes citada en el punto III, por lo que el órgano encargado del servicio no podría justificar aquél cometido, ni tampoco, dentro de su órbita de actuación, el Poder Judicial podría avalar una internación bajo esas condiciones.

Es claro entonces que la descripción antes expuesta permite vislumbrar las omisiones en que ha incurrido la autoridad gubernamental administrativa, encargada de implementar medidas prestacionales al estar en juego el derecho a la salud; a la vez que las garantías constitucionales exigen del Poder Judicial un estricto miramiento en privilegiar su efectivización (C.S.J.N., caso "Ministerio de Salud y/o Gobernación s/ Acción de amparo", sent. 31-X-2006, considerando 16 del voto del Juez Lorenzetti; Cámara en lo Contencioso Administrativo de la Ciudad de Buenos Aires, "Asesoría Tutelar Justicia Contencioso Administrativo y Tribut. contra G.C.B.A. sobre Amparo; art. –14, C.C.A.B.A.", exp. 17091/0, sent. del 25 de junio de 2007). En este orden y, como lo he adelantado, siguiendo la advertencia de Miguel Padilla, la cuestión no puede concluir cerrando la solución del problema en los términos en que se propone en el voto respecto del cual discrepo, pues de otro modo las deficiencias marcadas ‑la indefinición del planteo como la internación en condiciones inadecuadas‑ afectarían la supremacía de la Constitución cuya plena vigencia se vería así retaceada. En este punto, por lo tanto, se instalan las razones para no dudar de la existencia de un conflicto en los términos de los arts. 161 inc. 2 y 196 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires. 

En definitiva, y como ya lo he exteriorizado en la causa B. 68.599, "Tribunal de Menores Nº 1 de Trenque Lauquen", sent. del 22-X-2008, ha llegado la hora de abandonar el tradicional criterio de esta Suprema Corte conforme al cual no se entendía configurado el conflicto cuando se trataba de cuestionamientos sobre el cumplimiento en la faz práctica de determinados actos. Es que la reiteración de puntuales circunstancias en las cuales los jueces ven imposibilitada su labor, en conjunción con la renovada función del Poder Judicial como garante del cumplimiento de lo dispuesto en las Constituciones y los Tratados, exigen en mi opinión un replanteo.

Particularmente aquella función de garantía no puede ser resignada aún ante la invocación de dificultades de financiación (conf. Roberto Gargarella, "Jurisprudencia Argentina", Lexis Nexis, 2006‑IV‑fascículo 4, pág. 3 y sigtes.).

V. Resta tratar el segundo punto, es decir la sustancia del conflicto de orden prestacional y protectorio, en lo que tengo convicción acerca de la imbricada relación entre la concepción formal y material del derecho a la salud previsto en la norma fundamental, cuyo objetivo es prioritario cumplir, para que no se convierta en letra muerta su postulado.

En este sentido, confluye un interés institucional en que el problema deba resolverse en sede local, sin dilatar las soluciones (conf. Cayuso Susana, "El derecho a la salud, un derecho de protección y de prestación", "La Ley", 2004‑C‑303; Pizzolo Calogero, "La salud pública como bien colectivo", "La Ley", 2006‑F‑507). 

La Constitución provincial ha impuesto a esta Corte la trascendente misión de encontrar el cauce adecuado para lograr la articulación de los poderes que integran el sistema lesionado. No es su función específica diagramar una política sanitaria porque esas no son atribuciones del Poder Judicial. Sin embargo, con la prudencia jurídica y política que este tipo de conflictos impone (conf. voto de la doctora Aída Kemelmajer de Carlucci en Sup. Trib. Mendoza, sent. del 26-V-1998, "H. Concejo Deliberante de San Rafael v/ Intendente de San Rafael", expte. 56.719, punto V y sus citas), sí resulta jurídicamente válido establecer la necesidad de que el poder administrador arbitre los medios pertinentes para dar una respuesta integral al problema.

Es por ello que, tratándose de un derecho en que se debe garantizar un nivel de prestación efectivo, el "tratamiento de personas que padecen de discapacidades mentales debe estar dirigido al mejor interés del paciente, debe tener como objetivo preservar su dignidad y autonomía, reducir el impacto de la enfermedad y mejorar su calidad de vida" (conf. Corte Interamericana, "Caso Ximenes López vs. Brasil", sentencia de 4 de julio de 2006, pár. 109, 135, 138 y 139). Bajo esos parámetros estimo comprobada la renuencia del Poder Ejecutivo en otorgar el acceso a los servicios básicos requeridos, lo que conlleva la introducción de trabas, escollos e impedimentos al accionar del Poder Judicial.
VI. Por las razones expuestas, corresponde acoger el conflicto de poderes presentado por la Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal del Departamento Judicial de La Plata (arts. 161 inc. 2, Const. prov., 690, C.P.C.C.). En su consecuencia, disponer que el Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires asegure las medidas que en el ámbito de su actuación sean conducentes a los fines de lograr el cumplimiento efectivo y constitucional de la orden de internación dispuesta por el órgano jurisdiccional afectado. En su mérito, el señor B. G. ha de recibir un tratamiento digno, humano y profesional acorde con la condición especial de vulnerabilidad que padece, por estar afectado de discapacidad mental.

Finalmente, en conocimiento al tiempo de este acuerdo de las propuestas decisorias incorporadas por el doctor Negri en su voto, coincido con las mismas.

Voto por la afirmativa.

La señora Jueza doctora Kogan, por los fundamentos del señor Juez doctor Hitters, votó a la cuestión planteada por la negativa.

El señor Juez doctor Genoud, por los fundamentos del señor Juez doctor de Lázzari, votó a la cuestión planteada por la afirmativa.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Negri dijo:

I. Tanto los antecedentes referidos en los votos precedentes, como las constancias de la causa evidencian, a mi entender, que se presenta en el caso materia propia de un conflicto de los que esta Suprema Corte está llamada a resolver en virtud de lo normado en el art. 161 inc. 2º de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires.

El conflicto regulado en tal precepto tiene lugar cuando uno de los poderes del Estado denuncia la injerencia, el avasallamiento o el desconocimiento de sus competencias por parte de otro (conf. causas B. 53.062, res. del 27‑XI‑1990; B. 62.269, res. del 14‑III‑2001; B. 67.594, sent. del 25‑II‑2004; B. 68.935, sent. del 9‑V‑2007, entre otras).

No existen divergencias respecto a que, a pesar de los múltiples requerimientos efectuados desde el Tribunal de Familia Nº 1 de San Martín y la Sala IV de la Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal del Departamento Judicial de La Plata, la autoridad administrativa incumplió reiteradamente la orden de traslado e internación del señor B.G. , en un establecimiento médico asistencial no carcelario (ver fs. 12/15; 33; 35/36; 39 y 43). 

II. De lo expuesto se desprende claramente que la omisión en la que incurrió la Administración, no sólo ha obstaculizado el normal desenvolvimiento de las funciones propias del fuero, impidiendo a los órganos jurisdiccionales llevar a cabo sus cometidos de manera efectiva dentro del marco de sus competencias (arts. 827 y concs., C.P.C.C.; 405 y concs., C.P.P.), sino que condujo a agravar la situación del causante, prolongando indefinidamente su detención en una unidad carcelaria, en franca colisión con los mandatos constitucionales vigentes.

La Constitución de la Provincia reconoce expresamente entre los derechos sociales los correspondientes a la salud en los aspectos preventivos, asistenciales y terapéuticos.

En ese orden esta Suprema Corte, en reiteradas oportunidades, ha expresado que existe una obligación positiva en cabeza de la demandada enmarcada en las normas que garantizan el referido derecho (arts. 42 y 75 inc. 22, Const. nac. y 36 inc. 8º, Const. prov.; doct. causas B. 64.393, "Falcón", sent. del 2‑III‑2005; B. 65.893, "D., R.O.", sent. del 17‑X‑2007).

A partir de lo dispuesto en los tratados internacionales que tienen jerarquía constitucional (art. 75 inc. 22, ley suprema), se ha reafirmado el derecho a la preservación de la salud, comprendido dentro del derecho a la vida y se ha destacado la obligación impostergable que tiene la autoridad pública de garantizar ese derecho con acciones positivas (Fallos 321:1684; 323:3229).

A la luz de tales parámetros, las razones brindadas al producir el informe de fs. 46, no logran conmover la responsabilidad que al Poder Ejecutivo le cabe en el asunto debatido, toda vez que sobre el mismo recae el deber de articular políticas públicas sanitarias que aseguren el goce pleno de tal derecho.

III. Por último, debo agregar que, a mi entender, instruir al Tribunal de Familia Nº 1 del Departamento Judicial de San Martín, con el alcance propuesto en el voto que inicia el Acuerdo, cuando ha quedado acreditado que dicho órgano adoptó las medidas que juzgó conveniente para brindar un tratamiento adecuado a las necesidades del causante (fs. 34; 38 y 42), conduciría a un dispendio de actividad jurisdiccional en detrimento del señor B.G. , en tanto, tal como lo vengo sosteniendo, la observancia y concreción de tales decisiones dependen en definitiva de una acción positiva por parte del Poder Ejecutivo provincial.

IV. En tales condiciones corresponde hacer lugar al conflicto de poderes planteado e intimar al Poder Ejecutivo provincial a concertar en lo inmediato los recaudos tendientes al traslado e internación del señor B. G. en un establecimiento médico no carcelario acorde con su estado de salud, de modo de garantizar la efectiva tutela de los derechos conculcados por su omisión y asegurar el normal ejercicio de la función jurisdiccional por quienes están llamados a desempeñarla (conf. art. 15, Constitución de la Provincia de Buenos Aires).

Lo actuado, en el marco de esta intimación, deberá ser puesto en conocimiento de esta Suprema Corte dentro de los 10 días de notificado el presente pronunciamiento.

Voto por la afirmativa.
El señor Juez doctor Pettigiani, por los fundamentos del señor Juez doctor Negri, votó la cuestión planteada por la afirmativa.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, oída la señora Procuradora General, por mayoría, el Tribunal resuelve hacer lugar al conflicto deducido por la Sala IV de la Cámara de Apelaciones y Garantías en lo Penal del Departamento Judicial de La Plata contra el Servicio Penitenciario de la Provincia de Buenos Aires (arts. 196, Const. prov. y 261, decreto ley 6769/1958) e intimar al Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires a concertar en lo inmediato los recaudos tendientes al traslado e internación del señor B. G. en un establecimiento médico no carcelario acorde con su estado de salud, de modo de garantizar la efectiva tutela de los derechos conculcados por su omisión y asegurar el normal ejercicio de la función jurisdiccional por quienes están llamados a desempeñarla (conf. art. 15, Constitución de la Provincia de Buenos Aires).

Lo actuado por el Poder Ejecutivo, en el marco de esta intimación, deberá ser puesto en conocimiento de esta Suprema Corte dentro de los diez días de notificado el presente pronunciamiento.

Las costas se imponen por su orden (art. 68 inc. 2º del C.P.C.C.).

Regístrese y notifíquese.
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